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Honorable Cámara de Diputados

Provincia de Buenos Aires


D 1809/03-04

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires,

sancionan con fuerza de

L E Y

Artículo 1.- Modifícanse los artículos 1, 3, 4 y 21 de la Ley 11018, los que quedarán redactados de la siguiente manera:

Artículo 1°: Autorízase en la medida y con los alcances de la presente Ley, en el ámbito de la provincia de Buenos Aires, el funcionamiento y explotación del juego de azar denominado "Lotería Familiar", "Lotería Familiar Gigante", o "Bingo". 

A partir de la vigencia de la presente ley, la apertura e instalación de nuevas salas en los distritos, deberá ser declarada por medio de una ordenanza y requerida al Órgano de Aplicación, previa consulta a los vecinos del distrito.

Artículo 3°: La explotación del juego podrá realizarse:

a) Por el propio Organismo de Aplicación

b)  Por Entidades de Bien Público, con personería jurídica otorgada por la Provincia de Buenos Aires y con domicilio real en el Partido donde funcione la Sala a explotar el mismo

c) Por concesionarios, que podrán ser personas físicas o jurídicas, los que accederán únicamente por licitación pública.

En el supuesto del inciso a) del presente artículo, el Organismo de Aplicación deberá licitar la prestación de todos los servicios para la explotación del juego.-

Los terceros contratantes en los casos del inciso b) y los concesionarios en los del inciso c), deberán acreditar ante el organismo de aplicación los mismos requisitos que el art. 16 de la presente ley y los siguientes:

1. Capital social mínimo de $ 1.000.000
2. Acciones nominativas en caso de personas jurídicas.
3. Declaración de ultimo accionista persona física, excepto las cotizadas en Mercado de Valores.
4. Avales aseguradores de cumplimiento tributario por la suma de $ 500.000 por sala habilitada.
5. Cuentas auditadas por compañías de reconocida trayectoria.
6. Carecer de antecedentes penales y en el caso de ser persona jurídica, de sus integrantes, componentes, y/o directivos.-
En ningún caso podrá trasladarse la explotación.-

Autorízase al Organismo de Aplicación a realizar un sorteo semanal de Bingo, que podrá ser comercializado en todo el ámbito de la Provincia, a través de la Cadena de Agencias Oficiales de Lotería, Quiniela y PRODE o cualquier otro medio, con las modalidades y requisitos que fije la respectiva Reglamentación.

Articulo 4°: En caso que la explotación del juego que se autoriza en el artículo 1° de la presente ley sea otorgada a Entidades de Bien Público conforme el inciso b) del artículo anterior, podrá contratarla con terceras personas, sean éstas físicas y/o jurídicas, previa licitación pública cuyo pliego deberá ser aprobado por la Autoridad de Aplicación.- A estos fines, la Autoridad de Aplicación diseñará un pliego tipo, que deberá contener como mínimo similares requerimientos que los exigidos a las enunciadas en el inciso c) del artículo 3.-

Artículo 21°: Las autorizaciones que el Organismo de Aplicación disponga, según lo establecido en esta Ley, tendrán un máximo de 15 años de vigencia, pudiendo, a su criterio, otorgarlas por periodos inferiores. En los casos del art. 3 incisos b) y c) de la presente ley, la renovación de las autorizaciones se realizará por licitación pública.-

A estos efectos, la reglamentación establecerá, como mínimo, las siguientes pautas:

a) Que ninguna persona física o jurídica, ya sea en forma individual o asociada, como titular o tercero contratante, podrá acceder a la explotación de más del 50 % de las salas de Bingo habilitadas

b) Que las personas físicas o jurídicas extranjeras, estas últimas total o parcialmente integradas, accedan en su conjunto a más del 50% de las salas habilitadas , ya sea como titulares o terceros contratantes

Artículo 2.- Incorpóranse como artículos 3 bis y 8 bis de la L.13063 los siguientes:
Artículo 3 bis.- A los fines del inciso a) del art. 3 de la presente ley, el canon se distribuirá de la siguiente manera

a) 5 % al municipio donde funcione la sala, para ser destinado exclusivamente a programas de acción social directa

b) 10 % para repartir entre los municipios que no cuenten con salas de bingo, respetándose los coeficientes establecidos por la L. 10.559, para ser destinado exclusivamente a programas de acción social directa

c) 6 % para los gastos de funcionamiento del organismo de aplicación

d) 1 % para la implementación de sistemas de prevención, tratamiento y mitigación de las consecuencias de las ludopatías, a ser administrado por la Secretaría de Prevención y Asistencia de las Adicciones 

e) 1 % para el Fondo de Financiamiento de Transplante de Órganos 

f) 3 % para gastos de equipamiento de las policías de la provincia

g) 0,5 % para las Asociaciones de Bomberos Voluntarios, a ser asignados conforme los criterios del artículo 33 de la Ley 10.917

h) 0,5 % para las Federaciones de Bomberos Voluntarios 

i) 10 % para el Fondo Educativo provincial

j) 5 % para la actividad hípica, que deberá destinarse al pago de premios


El remanente se destinará a solventar programas de acción social provinciales.-


En caso que la explotación estuviere a cargo del tercero contratante, el contrato respectivo deberá reconocer a favor de la entidad de bien público concesionaria, un porcentaje no menor al 3% del beneficio económico de la actividad.-

Artículo 8 bis.- La reglamentación implementará sistemas de prevención y mitigación de las consecuencias nocivas del juego y sus patologías, estableciendo entre otras medidas:

a) El control de identidad para el acceso a salas donde se practiquen juegos de azar activos, pasibles de generar adicciones compulsivas.
b) El derecho a la autoprohibición individual de acceder a los establecimientos mencionados.
c) La denegación por la autoridad de aplicación de acceso a lugares de juego, por solicitud fundada de familiares directos o beneficiarios alimentarios.
d) La prohibición al concesionario o tercero contratante de otorgar créditos al apostador para efectuar apuestas, cuya infracción será considerada falta grave.
e) Identificación de quienes perciban premios superiores a $ 5.000.
f) El pago de premios superiores a $ 3.000 mediante cheque.
g) El establecimiento, por parte del Organismo de Aplicación, del mínimo de cartones o cospeles que deberá adquirir cada apostador como requisito para ingresar a la sala, que en ningún caso podrá ser inferior a la suma de $ 10.-
h) Cada sala deberá contar con personal profesional idóneo a disposición de los apostadores, a efectos de dar asistencia gratuita a personas afectadas por ludopatías.-

A tales fines, podrá convenirse el concurso de entidades, organismos y fundaciones públicas o privadas reconocidas, vinculadas con las ludopatías.-

Los familiares directos o beneficiarios alimentarios podrán requerir, por vía judicial las medidas aquí dispuestas, a tramitarse por el procedimiento sumarísimo.-
Artículo 3.- Toda concesión, autorización, explotación y/o renovación de autorizaciones o concesiones de salas de bingo otorgadas en virtud de la L. 11.018 y sus actividades complementarias permitidas por L. 13.063, deberá realizarse mediante licitación pública, cuyo pliego, además de los que establezca el Organismo de Aplicación, deberá contener como requisitos:

a) El pago por el oferente de un monto dinerario no deducible del canon ni reintegrable, que deberá estimar al formular su propuesta, que se distribuirá entre los mismos destinatarios y proporciones que establece el artículo 7 de la L. 11018, exceptuando su inciso a);

b) En caso de una licencia en funcionamiento, la absorción y mantenimiento de todo el personal, de resultar un concesionario distinto al que la explotaba;

c) Garantizar por el concesionario el pago de un canon básico, tomando como base el promedio de los abonados en los últimos doce (12) meses en la misma sala.- En caso de una explotación nueva, el Organismo de Aplicación estimará la base.- En ningún supuesto será inferior a los porcentuales establecidos en las leyes 11018 y 13063.-

Artículo 4.- Derogase el artículo 14 de la L. 13.063.-

Artículo 5.- Comuníquese al Poder Ejecutivo

FUNDAMENTOS


Legalizada la situación de las máquinas tragamonedas y estando en los albores de la renovación de las licencias para las salas de bingo, resulta imperioso adecuar la normativa vigente.-


Desde que se iniciara en esta Legislatura el proceso de investigación sobre la actividad del juego en la provincia, hemos procurado insistentemente en dos aspectos sustanciales: la transparencia de procederes y el incremento real en la recaudación fiscal.-


Con la sanción de la L. 13063, se dio alcance legal al control on-line del juego electrónico, dotando así al IPLyC de una herramienta fundamental para conocer y auditar en tiempo real el estado de las miles de máquinas que a diario funcionan en la provincia.-


Como consecuencia de ese control y de las nuevas pautas fijadas por la nueva ley, se incrementó notablemente la recaudación, previendo percibir la provincia solo por pago de cánones para el año 2004, una suma cercana a los 300 millones de pesos, cifra que contrasta con los paupérrimos ingresos de las máquinas cuando operaban en la semilegalidad.-


Es por demás conocido, que las nuevas tecnologías que se utilizan para el juego, deben ser controladas con bases tecnológicas adecuadas. Nuestra provincia debe estar prevenida de este fenómeno mundial y su legislación acorde a tales temáticas.-


De acuerdo a lo previsto por el art. 21 de la L. 11.018, las licencias tendrán un máximo de 15 años y su eventual renovación, deberá hacerse en base a las pautas que fije la propia ley y el organismo de aplicación.-


La mayoría de los contratos se suscribió en el año 1990 y por el máximo legal, siendo entonces que en el próximo año 2005, venceran la mayoría de las habilitaciones.-


En este contexto, cabe ajustar los requisitos a deberán cumplirse para acceder a la explotación de una sala de bingo.-


En primer lugar, se propone derogar la limitación legal a 32 distritos para la habilitación de las salas.- Resulta a esta altura pertinente esta modificación, ya que fijar un numero sin ningún fundamento técnico, jurídico ni político, exhibe a aquellos municipios beneficiarios en una condición privilegiada frente a los que no tienen la posibilidad de contar con una sala.-


Esta apertura no es indiscriminada; la instalación de salas surgirá de un pedido en tal sentido del Municipio en base a una ordenanza que así lo requiera y previo asegurar la participación de los vecinos, mediante consultas no vinculantes.-


De esta manera, se descentraliza y democratiza la decisión, partiendo de los núcleos básicos de nuestra sociedad que son los municipios.-


Hoy son muchas las municipalidades que hasta por cuestiones turísticas, necesitan contar con una sala de juego.- Esta posibilidad, permitirá además combatir el juego clandestino, que su instalación importa una trascendente evasión impositiva.-


Se deroga concordantemente, el art. 14 de la L. 13063.-


También resulta pertinente la adecuación de las titularidades de las licencias.- Si bien se reafirma tanto la posibilidad de la propia explotación por el Instituto o por entidades de bien público, la realidad ha indicado que éstas, en la mayoría de los casos, carecieron en absoluto de ingerencia en las decisiones, a pesar de ser las legalmente responsables.-


Se autoriza entonces a que las personas físicas o jurídicas puedan ser titulares de las licencias.-


Con las modificaciones introducidas en los arts. 3, 4 y 21 de la L. 11.018, se reafirma el principio de que toda concesión o renovación deberá hacerse previa licitación pública, dotando así a toda la operatoria de un importante grado de transparencia.-


Por su parte, se exigen a los concesionarios, reales requisitos en cuanto a su solvencia tanto económica como ética, muy por encima de los exiguos que establecía la norma originaria.-


Incorporamos asimismo 2 premisas fundamentales, que aventan toda posibilidad de monopolios o de “desembarco masivo” de empresas extranjeras.- Por una parte, ningún concesionario podrá tener participación en más del 35% de las salas y por otra, se asegura que el 60% de los titulares de las salas sean de capitales nacionales.-


A los fines de asegurar una correcta distribución de los producidos de las máquinas tragamonedas, se establece por ley el reparto del canon abonado, incorporando expresamente un importante porcentual a la actividad hípica, a las municipalidades, a la seguridad pública, a los bomberos voluntarios, a los transplantes de órganos y al fondo educativo.-


Teniendo en cuenta que ya ha tomado verdadero estado público las patologías surgidas con motivo de las adicciones al juego, se implementa de manera obligatoria y con respaldo legal, mecanismos de prevención a las ludopatía, exigiendo inclusive a las salas concesionarias la atención gratuita de los concurrentes que así lo requieran.-


Además de las pautas generales ya explicadas para el otorgamiento de licencias y de los principios que emanan de la ley de contabilidad y reglamento de contrataciones para las licitaciones publicas, se preve que los  pliegos deberán asegurar la continuidad laboral de los empleados, el pago de un canon básico para asegurar un ingreso mínimo al erario provincial y el aporte de una suma fija no reintegrable, al igual que se exige en el reglamento de agencias de loterías.-


Creemos que las modificaciones propuestas aportarán elementos indispensables para una mejor y mas beneficiosa  -para las arcas fiscales-  renovación de las licencias de bingo, asegurando transparencia de procederes, importantes ingresos públicos destinados a acción social y posibilidad cierta de acceso a las licencias de empresas nacionales, evitando monopolios.-


Por lo expuesto, solicitamos la aprobación del presente proyecto 
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